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para la existencia
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JERUSALÉN 
ESTE

Anexionado por 
Israel.

ZONAS A Y B

Competencias 
civiles y de 
seguridad de 
la Autoridad 
Nacional 
Palestina (A) y 
competencias 
de seguridad 
compartidas con 
Israel (B).

ZONA C

Áreas abiertas 
a la población 
palestina 
pero bajo la 
administración 
de Israel.

ZONA C

Áreas cerradas 
o restringidas 
a la población 
palestina.

Fronteras del 
armisticio de 
1949

Muro de 
Cisjordania

La creación de zonas diferenciadas impide 
la libre circulación de la población palestina 
dentro de su territorio y deja las áreas 
rurales y agrícolas bajo el control absoluto 
de Israel.

UN TERRITORIO 
EN MIL PEDAZOS 
El apartheid israelí se acelera en Cisjordania: 
divide a la población y hace avanzar la colonización
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1,4 M
	

2,25 M
	

3,25 M
	

1,70 M
	

7,1 M
	

3,43 M
POBLACIÓN
REFUGIADA	

CISJORDANIA
	

TERRITORIOS 
OCUPADOS EN 1948 
(ACTUAL ISRAEL)

POBLACIÓN PALESTINA 
ANTES DE LA NAKBA

POBLACIÓN PALESTINA ACTUAL

GAZA	 DIÁSPORA

0,9 M
POBLACIÓN
REFUGIADA	

1,55 M
POBLACIÓN
REFUGIADA	

En 1948, cerca de 800.000 personas fueron 
expulsadas de las tierras que actualmente forman 
el Estado de Israel y se refugiaron principalmente 
en Gaza, Cisjordania y los países árabes vecinos. En 
un caso excepcional en el mundo, la condición de 
persona refugiada se convirtió en hereditaria, por 
lo que, varias generaciones después, las refugiadas 
palestinas son actualmente casi seis millones.

REFUGIADAS 
DE POR VIDA
Setenta y cinco años después de la Nakba, 
la lucha por el derecho al retorno continúa
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SETENTA Y 
CINCO AÑOS DE 
RESISTENCIA ANTE 
UN DESASTRE QUE 
CONTINÚA

TEXTO

Nacho Ibáñez
FOTOGRAFÍA

Sarai Rua

La colonización israelí sigue vigente siete 
décadas después, al igual que la memoria 
y la oposición palestina a esta realidad
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La llave de la entrada del campo de Aida es el símbolo del retorno al hogar de las personas refugiadas expulsadas en 1948 durante la Nakba.

“¿ Tendremos que pasar 
cinco meses fuera de 
casa?”. Poco después 
de ser expulsadas de su 
hogar, decenas de fami-

lias de la población de Bayt Nabala, 
en el actual Estado de Israel, dormían 
bajo la lluvia en una localidad cerca-
na, lejos de imaginar que su condición 
de refugiadas ya no las abandonaría 
jamás. Corría el año 1948 y Najma 
Nakleh, que entonces tenía 3 años, 
acompañó a su familia en un periplo 
que la llevaría hasta el campo de re-
fugiadas de Jalazone, en el norte de 
Ramala.
La Nakba, que en árabe significa ‘ca-
tástrofe’ o ‘desastre’, supuso el despla-

zamiento forzoso y violento de hasta 
800.000 palestinas del territorio que 
hoy conforma oficialmente Israel, par-
te inalienable de la Palestina histórica. 
“Nos fuimos pensando que volvería-
mos”, afirma Najma. Pero han pasado 
ya setenta y cinco años. Cisjordania, 
Gaza y los países árabes vecinos se 
vieron desbordados por una oleada 
de refugiadas que escapaban de los 
grupos armados israelíes y a las que 
hasta ahora les ha sido negado el de-
recho al retorno.
Como tantas otras palestinas, Najma 
nunca ha dejado de considerar como 
propia la tierra donde nació, y así se 
lo ha transmitido a sus descendien-
tes. Vestida con la ropa tradicional de 

su región, canta las canciones que la 
transportan a una infancia que, pese a 
su corta edad de entonces, parece re-
cordar con claridad. “A nuestras tierras 
venía a trabajar gente de los pueblos 
cercanos”, cuenta orgullosa. De un día 
para otro “nos lo robaron todo y nos 
llevaron a un lugar desconocido”.

REFUGIADAS DE POR VIDA
La Agencia de Naciones Unidas para 
las Refugiadas de Palestina (UNRWA), 
el único organismo de la ONU crea-
do con el objetivo de apoyar a las re-
fugiadas de un territorio concreto, 
afirma que, actualmente, más de 5,8 
millones de palestinas pueden seguir 
siendo consideradas refugiadas. 
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Muchas palestinas del barrio de Sheikh Jarrah (Jerusalén Este) llevan años a la espera de que se ejecute la orden de demolición de su vivienda. Es el 
caso de Mohammed Sabbagh, quien, además, para entrar en su casa debe pasar por el patio de sus vecinos colonos.

Esta categoría englobaría, según 
su propia definición, a todas aquellas 
personas que tenían como residencia 
habitual el territorio del Mandato bri-
tánico de Palestina entre el 1 de junio 
de 1946 y el 15 de mayo de 1948, así 
como sus descendientes. 
“Al principio nos daban muchas ayu-

das para que olvidáramos nuestros 
orígenes y no quisiéramos volver”, 
afirma Najma cuando se le pregun-
ta por la UNRWA. “Poco a poco nos 
han ido cortando las ayudas y hace 
ya más de veinte años que no llegan. 
Ellos nos sacaron de nuestra tierra, 
son ellos los responsables de lo que 
nos ocurra”, concluye con seriedad. 
Munia Khaled, que prefiere utilizar un 
seudónimo por motivos de seguridad, 
es miembro de la Unión de Comités 
de Mujeres Palestinas y habitante de 
Jalazone y se muestra aún más crítica 

hospital se encontraban en tiendas”. 
Con el tiempo, aquellos campamentos 
desordenados vieron aparecer el hor-
migón, y lejos de las icónicas imágenes 
de los campos de refugiadas llenos de 
tiendas de campaña pegadas las unas a 
las otras, los campamentos palestinos 
han ido creciendo en vertical. En la 
mayoría de los casos, en lugar de com-
pensar el lógico crecimiento demográ-
fico, conservan las mismas dimensio-
nes que cuando fueron creados.
En el campo de refugiadas de Aida, en 

Belén, decenas de personas se agolpan 
en las puertas del centro de atención 
primaria. Va a abrir durante unas ho-
ras para que la gente pueda acceder a 
los medicamentos más urgentes. Las 
trabajadoras de la UNRWA de toda 
Cisjordania llevan más de dos meses 
en huelga para exigir mejores salarios 
y mejores condiciones de jubilación, 

con el papel de la UNRWA: “Cuando 
nos echaron de casa, las Naciones 
Unidas ya estaban preparadas; en-
tonces comenzó la función. Su obje-
tivo no era solo ayudar”, sentencia.
Para la mayoría de habitantes de los 

campos, hablar de la UNRWA signi-
fica enfrentarse a contradicciones. 
Esta agencia nace con una finalidad 
exclusivamente asistencial y provi-
sional: ofrecer servicios básicos a una 
población que ha tenido que huir de 
su hogar. Sin embargo, esto no ha ido 
acompañado de una acción política 
que presione a Israel para que cum-
pla las resoluciones de las Naciones 
Unidas que reconocen el derecho al 
retorno de las palestinas, por lo que 
se las ha condenado a ser refugiadas 
de por vida.
Cuando Najma y su familia llegaron 

a Jalazone, “las casas, el colegio o el 
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Más de 5,8 millones de palestinas 
pueden ser consideradas 
refugiadas según la ONU. 
Desde 1948 se les ha negado 
el derecho al retorno

circunstancia que complica aún más 
la vida en unos campos ya muy afec-
tados por la sobrepoblación. “Las ca-
lles están llenas de basura, las criaturas 
no van al colegio y no hay médicos”, 
afirman enojadas mientras hacen co-
la. Aseguran que desde la UNRWA ha-
cen caso omiso a sus reivindicaciones y 
atribuyen la situación actual a “muchos 
años de insuficiencia crónica de fondo”.

LUCHAR PARA CONSERVAR LA 
IDENTIDAD
“La población de los campos es la que 
todavía habla de la Palestina comple-
ta”, detalla Yusi. Según argumenta, es 
Israel quien ha jugado con la política 
de hechos consumados para conse-
guir que tanto la comunidad interna-
cional como la Autoridad Nacional 
Palestina dejen de cuestionar la le-
gitimidad de la propia existencia del 

Estado de Israel. Las habitantes de 
los campos han contribuido a la con-
servación de una identidad palestina 
global, que no solo incluye los terri-
torios ocupados por Israel en 1967 
(Cisjordania, Gaza y Jerusalén Este), 
sino también la población palestina 
de los territorios reconocidos como 
Israel desde 1948 y la diáspora.
De forma natural, las personas refu-

giadas se distribuyeron por los cam-
pos según sus procedencias, en un 
intento de reproducir las dinámicas 
sociales y las tradiciones de sus te-
rritorios originarios. En el campo de 
Balata, en los alrededores de Nablus, 
Ibrahim Jammal trabaja como direc-
tor del Centro Cultural Yafa, donde 
se llevan a cabo actividades cultura-
les y artísticas para dinamizar a la 
juventud del campo más poblado 
y uno de los más empobrecidos de 

Cisjordania. El nombre del centro ha-
ce referencia a una de las principa-
les ciudades de la Palestina histórica, 
como es el caso en otras muchas ca-
lles y barrios de los cincuenta y ocho 
campos palestinos.
“Queremos vivir aquí, es así de sim-

ple. Si tuviéramos que irnos, sería úni-
camente para volver a nuestras tie-
rras”. Munther Amira, director de un 
centro cultural en el campo de refugia-
das de Aida, responde así a los intentos 
de Israel de que las palestinas pierdan 
su estatus de refugiadas. “Aida es el te-
rritorio más gaseado del mundo. Los 
soldados de Israel entran, nos gasean 
y se van. Han convertido el campo en 
una zona de entrenamiento para los 
jóvenes soldados que realizan el servi-
cio militar”. A pesar de las constantes 
torturas psicológicas que Israel ejerce 
para que se vayan, Munther sabe 
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muy bien que la mejor resistencia 
es simplemente seguir existiendo: “Si 
nos vamos perderemos la identidad”. 
“Mi lucha no es solo para mí, y eso les 
pone nerviosos”, añade.

UN ÉXODO CONSTANTE
Cuando se habla de la Nakba, a me-
nudo es entendida como un episodio 
concreto y aislado en el tiempo. Para 
las palestinas, en cambio, la Nakba 
es tan solo el punto álgido del pro-
yecto colonizador de los judíos sio-
nistas europeos sobre Palestina. Más 
allá de 1948, el inicio de la invasión 
militar israelí sobre el resto del terri-
torio en 1967 e, incluso, los contro-
vertidos Acuerdos de Oslo de 1993 
suponen obstáculos fundamentales 
para su existencia.
Omar Hajajla nació en 1967 en el 

pueblo de Al-Walaja, muy cerca de 
Belén, el mismo año en que Israel 
ganaba la guerra de los Seis Días y 

La población palestina denuncia 
el papel pasivo de la comunidad 
internacional y la falta de presión 
política contra Israel a pesar de las 
resoluciones de la ONU

daba comienzo a la ocupación mili-
tar de Cisjordania, Jerusalén Este y 
Gaza. Menos esta última, que Israel 
ha convertido en una gran cárcel a 
cielo abierto con un rígido bloqueo, 
los demás territorios siguen ocupados 
más de cinco décadas después. La his-
toria de este pueblo ejemplifica, como 
tantos otros, el proceso colonizador, 
del mismo modo que la historia de 
Omar y su familia ejemplifica la incan-
sable resistencia de las palestinas, lo 
que ellas llaman sumud.
En 1948, fuerzas israelíes atacaron 

Al-Walaja y obligaron a sus habitan-
tes a huir. Con la demarcación esta-
blecida en el armisticio de 1949 (la 
“línea verde”), el 66 % de sus tierras 
fue entregado al recién creado Estado 
de Israel, que a poco destruyó el pue-
blo para evitar que regresaran. Aun 
así, las vecinas consiguieron repoblar 
parte del territorio original y funda-
ron una “nueva Al-Walaja”. Con el 
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A diferencia de lo que ocurre en Israel, la cereza es un fruto muy escaso en Palestina. Munther (delante) acompaña a su amigo 
Omar (detrás), quien plantó estos cerezos para dar a probar su fruto a los niños y niñas de la zona. Tras una espera de tres 
años, este verano podrán probarlos por primera vez.

inicio de la ocupación, sin embar-
go, gran parte del nuevo pueblo fue 
expropiado para construir los asen-
tamientos de colonos de Gilo y Har 
Gilo. Con los Acuerdos de Oslo, el 
97,4 % de las tierras de Al-Walaja que-
daba dentro de la Zona C, formada 
por los territorios de Cisjordania bajo 
control exclusivo de Israel, y desde 
entonces a las palestinas se les niegan 
permisos de construcción y a muchas 
se las obliga a vivir en la incertidum-
bre de cuándo derribarán su casa. 
“Cuando las echan abajo, la gente 
las vuelve a levantar”, explica Omar.
La familia de Omar vive en Al-Walaja 

desde hace varias generaciones y la 
construcción del muro que atraviesa 
Cisjordania cambió sus vidas para siem-
pre. Su casa es la única que queda en 
el lado israelí del muro y una puerta 
metálica la separa del resto del pueblo. 
No fue hasta hace pocos años cuando 
consiguieron la llave que permite abrir-

la. En ese punto, el muro no está hecho 
del omnipresente cemento, sino de una 
reja de metal: según Omar, “a los colo-
nos les estropeaba las vistas”.
“Me ofrecieron mucho dinero pa-

ra que abandonara mis tierras”, afir-
ma, y asegura haber sido envenenado 
mientras construían el muro. “Estuve 
más de noventa días en coma y aho-
ra estoy incapacitado para trabajar”. 
Sin embargo, a pesar de la esperpén-
tica situación en la que viven, Omar y 
su familia tienen claro que no se irán: 
“Plantemos árboles para que no nos 
puedan quitar las tierras”. El caso es 
que, para “legalizar” las incautaciones 
de las tierras cisjordanas, Israel utiliza 
una antigua ley de la época otomana 
por la que el suelo no cultivado pasa 
a ser propiedad del Estado.
Las situaciones como la de Omar no 

son, en absoluto, hechos aislados: la 
colonización israelí atraviesa en todos 
los sentidos las vidas de la población 

palestina. Uno de los casos más mediá-
ticos ha sido el de Sheikh Jarrah, en la 
Jerusalén Este ocupada. Las habitantes 
de este barrio llevan años enfrentándo-
se al desalojo forzoso y a la ocupación 
de sus viviendas por parte de colonos 
amparados por una organización pro-
colonización y por la justicia israelí. 
Muchas fueron expulsadas de sus tie-
rras durante la Nakba y ahora, como 
afirma Mohammed Sabbagh, quien vi-
ve en Sheikh Jarrah con su familia, se 
niegan “a convertirse de nuevo en re-
fugiadas”. En 2021, el inminente riesgo 
de desalojo de cuarenta residentes del 
barrio fue uno de los detonantes de 
las protestas que se extendieron por 
Palestina. Y es que, cuando el ex pri-
mer ministro David Ben-Gurión, consi-
derado padre fundador del Estado de 
Israel, afirmó que “los viejos morirán 
y los jóvenes olvidarán”, parecía des-
conocer por completo el significado 
de sumud.�
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LA VANGUARDIA 
DE LA 
COLONIZACIÓN

TEXTO

Nacho Ibáñez
FOTOGRAFÍA

Sarai Rua

Los ataques a la población palestina 
por parte de colonos, muchos de ellos 
cercanos a la ultraderecha sionista y 
mesiánica, no han dejado de aumentar 
en los últimos años
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La sede de Youth Against Settlements en Hebrón está rodeada de militares y colonos que asedian y agreden a diario a la población palestina.

La noche del 26 de febrero, las 
calles de la localidad pales-
tina de Huwara, en el sur de 
Nablus, fueron testigos de un 
verdadero pogromo contra la 

población palestina. Cientos de co-
lonos procedentes de los asenta-
mientos vecinos irrumpieron en el 
pueblo armados con palos, barras 
de hierro e incluso armas de fue-
go. Quemaron casas, comercios y 
decenas de coches. Un hombre pa-
lestino fue asesinado y al menos un 
centenar resultaron heridos. Más 
de dos meses después, las conse-
cuencias del ataque son todavía vi-
sibles y es fácil seguir el rastro de 
los asaltantes por la cantidad de 
restos quemados que todavía ocu-
pan las calles.

Inshirah Khamus estaba en casa con 
sus hijos y nietos cuando, sobre las 
nueve de la noche, vieron aparecer 
a los colonos destrozando puertas y 
ventanas. Los cinco niños de la fa-
milia se encerraron en el baño ate-
rrorizados, mientras los asaltantes 
prendían fuego al patio. “Las vecinas 
no podían ayudarnos, porque los co-
lonos seguían atacando otras casas”, 
cuenta Inshirah. Cuando los colonos 
se fueron, “los soldados no dejaban 
que la gente apagara el fuego”. Esa 
misma noche se refugiaron en casa 
de un familiar en un pueblo cerca-
no, y no ha sido hasta pasado más 
de un mes cuando han regresado a 
su hogar. A pesar del miedo que aún 
tiene, Inshirah se siente fuerte pa-
ra seguir resistiendo. “Tendré que 

aprender a utilizar una pistola”, co-
menta entre risas.
“Si el ejército hubiese querido 

podría habernos avisado”, afir-
man desde la alcaldía de Huwara. 
Testigos oculares aseguran que los 
soldados no hicieron nada duran-
te las más de tres horas durante 
las que los colonos estuvieron pa-
seándose por el pueblo. Tras la ra-
zia detuvieron a seis personas: cin-
co regresaron a su casa sin cargos 
esa misma noche y otra fue puesta 
en libertad bajo arresto domicilia-
rio. En cambio, para las vecinas de 
Huwara, a raíz del ataque aumentó 
la militarización de las calles, don-
de los soldados ahora ejercen un 
control aún más asfixiante sobre la 
población palestina.
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Para Hafez Huraini, una tarea más de su actividad agrícola y ganadera es limpiar los campos de los restos de bombas de sonido y gas lacrimógeno.

LA RADICALIZACIÓN DE LOS 
COLONOS
Según datos oficiales israelíes, cerca 
de medio millón de israelíes viven 
actualmente en asentamientos en 
Cisjordania, cifra a la que habría que 
sumar los más de doscientos mil de 
Jerusalén Este. Es decir, casi un 11 % 
de la población israelí vive más allá de 
las fronteras reconocidas internacio-
nalmente. Eso incumple de forma fla-
grante la legalidad internacional, que 
prohíbe transferir población del país 
ocupante al territorio ocupado. Ante 
la ley, los colonos son ciudadanos de 
Israel y, por ende, están sujetos a la 
legislación civil israelí. A las palesti-
nas de las zonas de Cisjordania bajo 
control de Israel, sin embargo, se les 
aplica el ordenamiento militar.

Distribuidos en 127 asentamientos y 
135 puestos de avanzada, estos últi-
mos sin autorización legal israelí pero 
amparados y tolerados por el gobier-
no, los colonos se han convertido en 
la punta de lanza de la colonización 
de lo que los sionistas llaman Judea y 
Samaria. Desde el año 2006, el núme-
ro de colonos en Cisjordania se ha do-
blado. Además, en las últimas eleccio-
nes, la ultraderecha sionista y abier-
tamente racista, con varios ministros 
en el actual gobierno de coalición, fue 
la principal fuerza en muchos de los 
asentamientos gracias en parte a su 
agenda de expansión territorial. 
Entre 2010 y 2019, las Naciones 

Unidas registraron un total de 2.955 
ataques de colonos contra población 
palestina, los cuales resultaron en 22 

personas asesinadas y 1.258 heridas. 
En lo que va de 2023, al menos cinco 
palestinas han sido asesinadas por co-
lonos, una cifra sin precedentes que 
demuestra una radicalización en au-
mento. Asimismo, este año se ha re-
gistrado una media de tres ataques al 
día protagonizados por colonos, datos 
que triplican los de hace tan solo dos 
años, en un contexto de pandemia.

LA CONVIVENCIA CON LOS 
COLONOS
La ciudad de Hebrón representa co-
mo ninguna otra las dimensiones co-
tidianas de la colonización israelí. Los 
Acuerdos de Oslo (1993) y el posterior 
Pacto de Hebrón (1997) dividieron la 
ciudad en dos, un sector bajo el con-
trol de la Autoridad Palestina y el otro 
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bajo el de Israel. En este último, cerca 
de medio millar de colonos conviven 
con cuarenta mil palestinas.
Aquí es donde tiene su sede la organi-

zación Youth Against Settlements, que 
ha optado por la resistencia no violenta 
contra los ataques. Casi todos los días 
reciben la visita de los colonos, a me-
nudo adolescentes, que los insultan e 
intimidan. Los soldados, que vigilan 
constantemente las entradas y salidas 
de la casa, observan la escena a poca 
distancia hasta que la tensión aumenta, 
momento en el que les piden amable-
mente que abandonen el lugar.
Lo que antes era el centro comercial 

y social de la ciudad, la calle Shuhada, 
que conecta las zonas bajo control is-
raelí con los asentamientos vecinos, 
presenta ahora un aspecto fantasma-
górico. Las palestinas que viven allí 
deben enfrentarse a los interrogato-
rios de los soldados estacionados en 
cada esquina, mientras que las pales-
tinas de otros lugares de la ciudad tie-
nen prohibida la entrada.
Es el caso de Ghandi Ewewee, un 

joven que vive en la ciudad vieja en 
una casa que por la parte trasera da a 
una calle a la que no puede acceder. 
Además, tiene que vivir pared con pa-
red con los colonos. Dos de sus her-
manos murieron por una intoxicación 
de humo después de que intentaran 
quemarles la casa y su madre sufrió 
un aborto por los golpes que le pro-
pinaron los colonos, quienes han lle-
gado a introducirle serpientes en ca-
sa. Ghandi asegura que recibe ofertas 
constantes del gobierno israelí para 
comprársela, pero, a pesar de las la-
mentables condiciones en las que le 
obligan a vivir, se niega a irse.

EL PELIGRO DE CULTIVAR LA 
TIERRA
Desde 2005, la organización israelí 
Yesh Din se dedica a monitorizar el 
recorrido judicial de las denuncias 

presentadas contra los colonos. Los 
datos son bastante esclarecedores: 
de las 1.531 investigaciones finalizadas 
por delitos de odio cometidos por ciu-
dadanos israelíes contra palestinas de 
Cisjordania, solo un 7 % han termina-
do en una acusación formal y apenas 
un 3 % han dado lugar a una condena. 
Muchos de los ataques, sin embargo, 
ni siquiera llegan a ser denunciados.
“Uno de los objetivos principales que 

persigue la violencia de los colonos 
es ahogar nuestros medios de vida, 
echarnos de nuestras casas y apode-
rarse de nuestras tierras”, asegura 
Hafez Huraini, quien lleva toda la vi-
da trabajando el campo en la localidad 
de At-Twani, en el sur de Hebrón. El 
año pasado, mientras pastaba el ga-
nado, recibió la visita de los colonos: 
“Primero aparecieron siete perso-
nas encapuchadas, después llegaron 

otras tres con pistolas”. Le arrojaron 
piedras y le rompieron los brazos. 
Cuando llegó al hospital, la policía lo 
detuvo por intento de asesinato; los 
atacantes, en cambio, salieron indem-
nes. “Podrán atacarme c on bombas 
o arrestarme, pero no me echarán de 
aquí”, asegura Hafez.
En las zonas rurales de Cisjordania, la 

violencia cotidiana de los colonos está 
aún más invisibilizada y trabajar la tie-
rra se ha convertido en una actividad 
de riesgo. Desde los asentamientos, a 
menudo situados sobre antiguos cam-
pos de cultivo palestinos, los colonos 
se organizan para atacar a las agricul-
toras, matar el ganado o destrozar los 
árboles. Solo en este año se calcula 
que habrán arrancado unos cinco mil 
olivos, considerados un símbolo del 
sumud y uno de los principales pilares 
de la agricultura familiar palestina.�

Un 11 % de los israelíes 
vive más allá de las 
fronteras reconocidas 
internacionalmente, 
con 700.000 colonos en 
territorios palestinos 
ocupados
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Los checkpoints, los registros y las largas colas de vehículos que provocan forman parte del castigo colectivo que sufre la población palestina.
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UNA POLÍTICA 
PUNITIVA 
SISTEMÁTICA 
Y ARBITRARIA

TEXTO

Judit Esposa
FOTOGRAFÍA

Sarai Rua

La amenaza de arresto o 
encarcelamiento es constante 
para la población palestina, 
y una parte es encarcelada de 
forma indefinida sin juicios 
ni acusaciones formales
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Uno de los objetivos de Alaa 
Sous en las redes es mostrar 
una visión no estigmatizada 

del pueblo palestino 
destacando los aspectos 

positivos de su comunidad, 
por lo que también ha sido 

represaliada.

Alaa Sous tiene 29 años y vive 
en Jerusalén. El 2 de abril a 
las dos de la madrugada fue 
arrestada por unos militares 
israelíes. Su delito: informar y 

compartir noticias a través de las redes 
sociales. Sin embargo, para las fuerzas 
de seguridad israelíes se trataba de una 
“amenaza a la seguridad” y una forma 
de “generar caos en el país”. Su deten-
ción derivó en un doble castigo: físico, 
a través de un arresto domiciliario, y 
psicológico, con la prohibición de uti-
lizar sus redes sociales durante un mes.
“Durante el Ramadán se libró una de 

las mayores campañas de persecución 
de activistas”, denuncia la joven crea-
dora de contenido. “Quieren que de-
jemos de informar, pero yo no dejaré 
de contar mi historia”, declara contun-
dente. Sin embargo, es consciente de 
los efectos de la represión y a partir de 
ahora tendrá más cuidado al tratar cier-
tas temáticas.
Bajo el control de Israel, su arresto no 

es ninguna excepción. Según la agru-
pación de organizaciones de apoyo a 
las personas presas, en 2022 el ejército 
detuvo a alrededor de 7.000 palestinas; 
Jerusalén fue la ciudad con mayor nú-
mero de casos, con 3.000 detenciones, 
600 de las cuales fueron arrestos domi-
ciliarios como el que ha sufrido Alaa. 

A lo largo del territorio, muchos de 
los arrestos también terminan en de-
tención administrativa, es decir, en un 
encarcelamiento sin fecha clara de li-
beración, una práctica que Israel aplica 
de forma sistemática y arbitraria para 
represaliar a la población palestina ba-
jo supuestas sospechas o pruebas que 
mantiene en secreto y que en muchas 
ocasiones no se traducen en acusacio-
nes formales. La mayoría de las deteni-
das pasa hasta seis meses en prisión, pe-
ro las hay que han llegado a estar entre 
rejas un año entero, dos o incluso más.
Hoy en día, la organización de dere-

chos humanos que apoya a las perso-
nas presas, Addameer, contabiliza casi 
5.000 presas por razones políticas, más 
de un millar de las cuales bajo deten-
ción administrativa. Las torturas y ma-
los tratos durante los interrogatorios, 
las negligencias médicas deliberadas y 
los períodos de aislamiento sostenidos 
en el tiempo son algunas de las prácti-
cas del régimen que Israel impone en 
las cárceles.

EL MACHISMO IMPERANTE
Addameer llama la atención sobre una 
treintena de mujeres presas, seis de 
ellas madres y dos menores de 18 años, 
retenidas en las cárceles de Ha-Sharon y 
Damon, principalmente, donde a prin-

cipios de año notificaron cambios ad-
ministrativos, como inspecciones en las 
celdas realizadas por guardias de cár-
celes femeninas acompañadas de guar-
dias de cárceles masculinas, o la pro-
hibición de introducir gafas graduadas 
bajo el pretexto de que contienen hie-
rro. Otras son derivadas a Neve Terza, 
en la ciudad de Ramla, la única cárcel 
de Israel exclusiva para mujeres, don-
de pueden compartir celda con presas 
comunes israelíes. Todos estos centros 
tienen unas instalaciones viejas y frías, 
y muchos datan del Mandato británico 
(1922-1948).
Según cuenta Eatidal Aljanri, investi-

gadora y coordinadora de proyectos del 
Women’s Studies Centre, “las prisiones 
femeninas son más simples, no cubren 
las necesidades básicas de las mujeres y, 
de hecho, abusan de estas necesidades 
para castigarlas: los hijos e hijas meno-
res de 6 años no pueden visitar a sus 
madres, castigan a las embarazadas con 
violencia física forzando abortos o ame-
nazan con quitarles a sus bebés a las que 
han dado luz en la cárcel”.
Además, a diferencia de lo que suce-

de en las cárceles masculinas, las mu-
jeres lo tienen más difícil para estudiar 
mientras están retenidas. El Ministerio 
de Educación palestino exige la pose-
sión de un título de educación superior 
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Para las mujeres palestinas 
es muy difícil acceder a la 

herencia familiar. Para las que 
lo consiguen, como Eatidal 

Aljanri, las tierras que reciben 
suelen ser cercanas a los 

asentamientos israelíes y, por 
lo tanto, más susceptibles a 

los ataques de los colonos y, 
en consecuencia, también a 

ser abandonadas.

Israel detuvo a 7.000 
palestinas en 2022 y hay 
alrededor de 5.000 reclusas 
en las cárceles israelíes
para poder enseñar al resto de inter-
nas, y en muchos casos no hay muje-
res con titulaciones de ese nivel. Por 
esa razón, proyectos como el que inició 
Khalida Jarrar en 2015 con el apoyo del 
Ministerio para que las mujeres jóve-
nes encarceladas pudieran continuar 
sus estudios han servido de empodera-
miento y resistencia. En la actualidad, la 
Universidad Abierta de Al-Quds mantie-
ne un programa de educación univer-
sitaria para garantizar su continuidad.
Una vez puestas en libertad, sin em-

bargo, las mujeres siguen sufriendo. 
“Muchas familias les coartan sus mo-
vimientos. No les dejan salir tanto como 
antes, las obligan a trabajar y a estudiar 
cerca de su casa y, si son activistas o 
tienen actividades sociales, la mayo-

ría reduce dichas actividades o las de-
tiene por completo”, expone Eatidal. 
Además, la investigadora destaca el ca-
so de mujeres casadas que, tras salir de 
la cárcel, se encuentran con que su ma-
rido se ha casado con otra, hecho que 
también considera violencia machista.

PUNITIVISMO AVALADO Y RATIFICADO
Andando por el campo de Balata, 
Ibrahim Jammal para el coche de un 
conocido. Le pregunta dónde está un 
amigo suyo al que lleva tiempo sin ver. 
El conocido, desde dentro el vehícu-
lo, le responde: “¡Estará en la cárcel!”. 
Esta pequeña escena cotidiana se di-
mensiona en una sociedad en la que 
se calcula que desde 1967 el 20 % de la 
población palestina ha pasado por las 

cárceles israelíes, cifra que evidencia 
que la política punitiva es una pata más 
del avance de la colonización.
Asimismo, en los últimos dos años se 

ha acentuado la dureza con la que tratan 
a las personas presas y a sus familias. A 
partir de la fuga de seis palestinas de la 
cárcel de Gilboa en 2021, el gobierno de 
Israel aplicó políticas de restricción de 
movimiento y continuos cambios de cel-
das, de secciones e incluso de centros pe-
nitenciarios. La ratificación del gobierno 
encabezado por Benjamin Netanyahu en 
diciembre de 2022 hizo que esa política 
volviera a ponerse en marcha, según 
investigaciones de Addameer.
Las visitas de familiares también se 

ven constantemente afectadas, no 
solo por lo que pueda ocurrir en los 
centros, sino también fuera de ellos. 
Recientemente, a consecuencia de 
las manifestaciones por la muerte 
del activista y preso político palestino 
Khader Adnan, el pasado 2 de mayo, 
tras una quinta huelga de hambre que 
duró 86 días en protesta por su deten-
ción arbitraria, el gobierno israelí can-
celó las visitas a la cárcel programadas 
para el día siguiente como parte del 
castigo colectivo. Muchas de las de-
tenidas llevaban medio año o un año 
entero sin ver a sus familiares y ahora 
tendrán que esperar al próximo año.�
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KHALIDA 
JARRAR
ENTREVISTA

TEXTO

Judit Esposa
FOTOGRAFÍA

Sarai Rua

“La resistencia palestina es parte de la 
naturaleza de las personas que aspiran 
a la libertad”



SUMUD

19

Khalida Jarrar mantiene el gesto humilde: nos ofre-
ce una taza de café árabe y pregunta si quere-
mos azúcar. Su mirada, sin embargo, es sólida. 
Conocida por su trayectoria como política par-
lamentaria palestina, ha sido detenida cuatro 

veces y ha pasado sesenta y tres meses encarcelada, 
la primera vez en 1989. Hace dos años, su hija murió 
mientras ella estaba en prisión e Israel no le permitió 
salir para ir al entierro. Nos encontramos con ella en la 
Universidad de Birzeit, donde estudió y ahora realiza 
una investigación que relaciona género, clase y cárcel.

¿Cómo describirías tu relación con las autoridades 
israelíes?
Por lo general, la relación es de detención y asesinato. Cuando 
éramos jóvenes e íbamos a las manifestaciones contra cual-
quier violación de los derechos humanos, veíamos con nues-
tros propios ojos cómo detenían y mataban a estudiantes; fue 
el caso, por ejemplo, de Lina Al Nabulsi, quien fue asesinada 
en Nablus, mi pueblo natal.

¿Qué justificación daban para detenerte?
Cuando ya era parlamentaria, una vez me dijeron que mis 
discursos afectaban a la opinión pública de las palestinas: 
soy peligrosa porque hablo contra la ocupación. ¡Pues claro! 
Represento a mi pueblo.

Como militante feminista, ¿crees que el patriarcado se 
perpetúa a través la ocupación?
Creo que la ocupación lo refuerza. Las mujeres palestinas 
sufren la relación entre el colonialismo, el capitalismo y 
el patriarcado. Por eso, la lucha por nuestra liberación 
está vinculada a la lucha por la liberación nacional, eco-
nómica y social, unas opresiones que no solo nos afectan 
a nosotras: somos parte del movimiento internacional por 
la libertad y la justicia social.

¿Cómo ha cambiado el día a día de la población palestina 
desde los Acuerdos de Oslo?
Soy contraria a los Acuerdos porque no son solo políticos, 
sino también económicos y éticos: quieren hacernos depen-
der de la Autoridad Palestina y que esta, a su vez, dependa 
de la ayuda internacional. No permiten que tengamos una 
economía propia y controlemos nuestros recursos. Intentan 
desincentivar la lucha colectiva a la vez que ha aparecido 
una pequeña clase alta surgida de sectores económicos y 
políticos que no tiene interés en la liberación.

¿Cuál es la reacción social que encontramos ahora 
mismo?
Ante el abismo existente entre la clase política y la po-
blación palestina, la gente intenta encontrar su propia 

manera de resistir a la ocupación y se han generado 
varios fenómenos de oposición a los Acuerdos, como 
los movimientos sociales que luchan contra esa mino-
ría que promueve la perpetuación de la ocupación por 
intereses propios.

Han transcurrido setenta y cinco años desde la Nakba 
y la población palestina, día a día, sigue resistiendo. 
¿Cómo ves el futuro de los palestinos y las palestinas?
Soy optimista. Confío en que mi gente siempre escribi-
rá la historia, y confío también en la juventud, que es 
nuestro futuro: la juventud no olvida y sigue luchando. 
Nos va a llevar tiempo, es una lucha dura y dolorosa, 
pero la resistencia palestina es parte de la naturaleza 
de las personas que aspiran a la libertad.

¿Qué es para ti el sumud?
[Se ríe.] Nuestro día a día es sumud. No puedo viajar, 
no puedo ir a Jerusalén, a veces no puedo moverme 
entre ciudades palestinas; todos los días piensas que 
puedes volver a la cárcel. ¿Cómo puedes sobrevivir a 
todo esto? Con sumud. Esta es la palabra que relacio-
namos con sobrevivir hasta ser libres.�
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AUTONOMÍA 
Y EMPODERAMIENTO 
FEMINISTA POR UNA 
PALESTINA LIBRE

TEXTO
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Sarai Rua

Varias iniciativas cooperativistas y 
feministas intentan contrarrestar la 
realidad de ocupación y patriarcado 
impuesta en los territorios ocupados
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El pasado 1 de mayo se llevó a cabo por primera vez un encuentro de madres de mártires. Venían de Nablus y Yenín, dos ciudades clave de la 
resistencia palestina y especialmente castigadas.

Si algo caracteriza a Sana’a Aladra 
es su inmensa sonrisa. En mu-
chas ocasiones se ha valido de 
ella cuando los colonos han in-
tentado atacarla. “Sonreír me 

permite tener esperanza para conti-
nuar”, afirma. Ha vivido toda su vida 
en At-Twani, en el área rural de Masafer 
Yatta, y pese a la amenaza diaria de los 
colonos y la presión de los soldados is-
raelíes, nunca ha pensado en irse. Las 
vecinas la consideran la mujer más fuer-
te del pueblo, pero ella vuelve a reírse y 
responde: “Soy fuerte porque lucho”.
Sana’a, de 34 años, no pudo continuar 

sus estudios porque fue encarcelada al 
terminar el instituto, razón por la que 
se ha dedicado a pastar el rebaño fami-
liar, una de las pocas salidas económi-
cas que hay en esa zona. Aun así, vivir 

en Palestina para muchas mujeres im-
plica aprender mucho más de lo que 
les puedan enseñar en el colegio. “No 
tenemos servicios humanitarios y esta-
mos lejos de la ciudad, por lo que he-
mos tenido que sobrevivir con nuestros 
propios medios: he aprendido a hacer 
primeros auxilios, ayudar a los demás 
y plantar cara a los ataques”, cuenta.
Además, las ciento cincuenta muje-

res que forman parte de la pequeña 
comunidad de At-Twani llevan a ca-
bo una tarea psicológica conjunta y se 
apoyan las unas a las otras para forta-
lecerse colectivamente. Pero eso no es 
posible en todas partes. En la ciudad 
de Hebrón, militarizada y fragmentada 
por los asentamientos y los checkpoints, 
Wijdan Ziadeh no corre la misma suer-
te ni afronta igual la ocupación. “Desde 

que estoy en este mundo he visto siem-
pre lo mismo: soldados, colonos, check-
points cerrados, enfrentamientos, ata-
ques”, expresa con tono grave. “Mi ma-
rido murió y tengo seis hijas; cuando 
salen tengo miedo de que les ocurra 
algo”.En la casa en la que reside desde 
hace nueve años, en el barrio de Tel 
Rumeida, a Wijdan el ejército israelí le 
instaló una cámara que vigila cuándo 
entra y cuándo sale. “Por motivos de 
seguridad”, argumentaban. “Tengo la 
sensación de que vivo en la calle, no 
tengo privacidad, me siento observada 
todo el rato y nadie viene a visitarme 
porque tienen miedo”, explica. La pre-
sencia de la cámara, además, permite a 
los soldados entrar en su casa siempre 
que quieran: “Alguna vez que no estaba 
y no he podido abrirles, han echado 



SUMUD

22

Las cocineras de la Unión de Mujeres Árabes preparan dulces para repartir a sus compañeras durante el Primero de Mayo.

la puerta abajo, o me los he encon-
trado en la azotea sin que se lo hubiese 
permitido”. Esto hace que pase mucho 
más tiempo en casa para protegerla.

ALTERNATIVAS LABORALES DE 
MUJERES Y PARA MUJERES
Para Eatidal Aljanri, coordinadora de 
proyectos en el Women’s Studies Centre 
de Palestina, la ocupación ha condicio-
nado la libertad de movimiento y deci-
sión de las mujeres palestinas. Prácticas 
como el cierre total o parcial de las ciu-
dades, el muro o las incursiones diur-
nas y nocturnas del ejército hacen que 
las familias traten de impedir que las 
mujeres trabajen o estudien. Eatidal se 
muestra contundente al afirmar que “la 
violencia de la ocupación perpetúa el 
machismo y el sistema patriarcal”; por 
ejemplo, “cuando construyeron el mu-
ro en la Zona C, muchas familias im-
pidieron a sus hijas ir al colegio, que 

estaba al otro lado, pero no se lo pro-
hibieron a los chicos”.
Según la Oficina Central de Estadísticas 

de Palestina, en 2020 la tasa de paro de 
las mujeres palestinas era del 40 %, fren-
te al 22 % de los hombres, y en el caso 
de las que consiguieron terminar una 
carrera universitaria el índice era del 
46 %. Ante esta realidad, en diferentes 
poblaciones se han establecido coope-
rativas de mujeres para generar trabajo 
de forma autónoma. En Hebrón mismo 
se encuentra la cooperativa Women in 
Hebron, que se dedica a la confección de 
ropa para vender. Eatidal valora muy po-
sitivamente estos espacios, pues “contri-
buyen al empoderamiento económico 
de las mujeres”.
En Beit Sahour, cerca de Belén, la 

Unión de Mujeres Árabes compra cada 
día 60 kg de perejil a las agricultoras lo-
cales para lavarlo, secarlo y, luego, dis-
tribuirlo en recipientes para venderlo en 
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La tasa de paro entre las mujeres 
palestinas rondaba el 40 % en 2020, 
aunque el 46 % tienen estudios 
universitarios

los supermercados de la zona. Con esta 
tarea emplean a entre 10 y 15 mujeres, 
según la época del año, a las que hay que 
sumar una docena más que trabaja en 
la guardería del centro, donde cuidan 
a más de 120 niños y niñas, entre ellas 
las hijas de las madres trabajadoras que, 
de lo contrario, no podrían ir a trabajar. 
En total, en la Unión hay 35 mujeres em-
pleadas. “Cuando trabajan aquí pueden 
elegir y decidir cómo quieren utilizar su 
dinero; no deben pedírselo a su mari-
do”, cuenta Basma Giacaman, miembro 
de la entidad. “Muchas han terminado 
la universidad, pero hay pocas oportu-
nidades laborales, por eso para ellas es 
importante trabajar aquí”, concluye.

EL FEMINISMO COMO RECETA PARA 
LA LIBERACIÓN
La relación entre la ocupación de Israel 
y el sistema patriarcal en la sociedad 
palestina también tiene efectos direc-

tos en la perpetuación de la violen-
cia de género. Los últimos datos de la 
Encuesta de Violencia de Género de 
Palestina, de 2019, muestran que el 
27,6 % de las mujeres recibió violencia, 
mayoritariamente psicológica, aunque 
también económica, social, física y se-
xual. A estos datos hay que sumarles 
la falta de confianza en los cuerpos de 
seguridad palestinos a la hora de de-
nunciar y el desconocimiento de los 
recursos disponibles, como los centros 
de protección de las víctimas.
Por ello, desde el Women’s Studies 

Centre, llevan desde 1997 exigiendo a 
la Autoridad Palestina que implemente 
la Ley de protección de la familia, creada 
para proteger a las mujeres y a los niños 
y niñas de la violencia doméstica e in-
trafamiliar, establecer una edad legal de 
matrimonio, asistir en los procesos de 
divorcio o promover la igualdad de gé-
nero en el reparto de las herencias. Sin 

embargo, Eatidal Aljanri es consciente 
de que la falta de estructuras estatales 
(o la deficiencia de las existentes), de-
bida en parte a la ocupación, también 
dificulta la existencia de organismos le-
gales para liquidar el machismo y el pa-
triarcado en su comunidad.
Pese a la falta de avances legislativos, 

hay mujeres que no se detienen. En los 
últimos años han surgido movimientos 
feministas desvinculados de las orga-
nizaciones y partidos políticos. Tal’at 
es un ejemplo. Nacido en 2019 tras el 
asesinato de la joven de 21 años Israa 
Ghrayeb a manos de su familia, el movi-
miento coordinó movilizaciones en do-
ce poblaciones palestinas, y bajo el es-
logan “No hay nación libre sin mujeres 
libres” protestaron contra la violencia 
de género y sexual, el patriarcado, la 
explotación económica y el colonialis-
mo, abriendo así un nuevo camino fe-
minista autónomo e independiente.�
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LA DEFENSA DE UN 
FUTURO QUE QUIERE 
SERLES ARREBATADO

TEXTO
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La ocupación y la violencia de los colonos 
perjudica la salud mental de la población 
palestina de todas las edades y deriva en 
enfermedades que requieren atención 
psicosocial



SUMUD

25

La herencia de la resistencia, y la muerte asociada a ella, es un hecho naturalizado por los niños y niñas.

Todas las mañanas, los niños 
y niñas de Tuba, al sur de 
Hebrón, realizan un trayecto 
de veinte minutos andando 
hasta At-Twani para ir al co-

legio. Sin embargo, desde hace casi 
veinte años no lo hacen solas: un co-
che patrulla del ejército israelí les si-
gue de cerca, y no para amedrentar-
las, sino para protegerlas.
Entre las dos poblaciones se encuentra 

el asentamiento de Ma’on. Alrededor de 
2001 los colonos que allí vivían atacaron 
a las escolares arrojándoles piedras y 
bloqueando la carretera. En 2004, y a 

partir de la presencia de voluntarias in-
ternacionales, el comité del parlamento 
israelí que vela por los derechos de los 
niños y niñas exigió al ejército que los 
escoltara, una medida que sigue vigen-
te hasta hoy.
Sin embargo, no suele ser esa la re-

lación habitual entre las menores pa-
lestinas y los militares. Las incursiones 
de soldados en los pueblos, ciudades o 
campos de refugiadas, las bombas de 
gas lacrimógeno y granadas aturdido-
ras, las detenciones, los registros o los 
asesinatos perpetrados por el gobier-
no de Israel no solo afectan a las adul-

tas sino también a los niños y niñas, 
hecho que deriva en enfermedades 
psicosociales.
Zuheria Mashar, trabajadora social 

que ofrece apoyo académico y psi-
cológico a los niños y niñas del cam-
po de Aida, cerca de Belén, no tie-
ne ninguna duda de ello: “Todos los 
problemas que presentan los niños y 
niñas están relacionados con la ocu-
pación”. Hiperactividad y déficit de 
atención que dificultan el aprendi-
zaje, ansiedad generalizada, actitud 
violenta, diarreas por mala alimenta-
ción o incontinencias de orina son 
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Para la población palestina la educación es primordial y es valorada como una forma más de resistencia frente a la ocupación.

solo algunos de los que nombra 
Zuheria. “El campo de Aida es de los 
más afectados porque hay un choque 
diario con la base militar, la presen-
cia del muro, las manifestaciones y 
el contacto directo con las fuerzas de 
ocupación”, explica.

UN ATAQUE CONTRA LAS NUEVAS 
GENERACIONES
Hay que subirse a un tejado para ver 
que, más allá del muro de separa-
ción, existe una gran extensión de 
olivares que antes servían de salida 
económica y de recreo a sus habi-
tantes. Para la trabajadora social, “la 
ocupación constriñe la vida de las 
más pequeñas, el eje de su futuro y 
su visión del mundo. No pueden ir a 

los parques, ni al mar, ni a la monta-
ña, y viven siempre bajo la realidad 
de las calles del campamento, las fo-
tografías de las mártires, el gas, las 
armas o los tanques”.
De hecho, en poblaciones como 

Nablus o Yenín, las figuras de las már-
tires son omnipresentes. La mayoría 
son chicos muy jóvenes que formaban 
parte de alguna milicia armada. Calles, 
tiendas y casas están llenas de fotogra-
fías donde aparecen posando con un 
rifle. Incluso han hecho merchandising 
en forma de camisetas o collares, todo 
ello en memoria de las que han muerto 
por la liberación nacional.
El rostro sonriente de Jamil Mahmoud 

Al-‘Ammouri, de 24 años, está entre 
esas fotografías. Un grupo de soldados 
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israelíes encubiertos lo asesinó el 10 de 
junio de 2021 en su ciudad natal, Yenín, 
bajo la acusación de formar parte del 
grupo de la Yihad Islámica Palestina. 
Su madre, Lubna Al-‘Ammouri, sigue 
reclamando su cuerpo. “Jamil era un 
chico respetado en el pueblo, todo el 
mundo lo apreciaba”, cuenta. A pesar 
del dolor de la muerte, se siente una 
mujer fuerte y orgullosa: “El gobierno 
de Israel comete crímenes contra la po-
blación palestina y por eso Jamil decidió 
enfrentarse a ellos”.
Durante el pasado año, según el Centro 

de Información Israelí por los Derechos 
Humanos en los Territorios Ocupados, 
B’Tselem, el ejército asesinó a 44 me-
nores de entre 3 y 17 años, a las que se 
suman 66 jóvenes de entre 18 y 25 años. 
En lo que llevamos de 2023, Defense for 
Children International en Palestina ha 
contabilizado una veintena de meno-
res de edad fallecidas por la violencia 
de los colonos o por ataques militares.

LAS CONSECUENCIAS DE LA 
DETENCIÓN
Más allá de las víctimas mortales de la 
ocupación, la detención de menores ha 
sido asimismo una práctica habitual pa-
ra minar el futuro de las nuevas genera-
ciones palestinas. Actualmente, según 
Addameer, hay más de 150 niños y ni-
ñas encarceladas y Defense for Children 
International calcula que cada año entre 
500 y 700 son detenidas y procesadas en 
los juzgados militares israelíes, la mayo-
ría acusadas de arrojar piedras.
La trabajadora social del campo de 

Aida, Zuheria Mashar, hace memoria: 
“Un grupo de niños fueron arrestados 
con la excusa de que tenían una actitud 
amenazante, algunos durante una hora, 
otros meses o incluso años”. Por esa 
razón, una vez son puestos en libertad 
“puede que desaparezcan durante días, 
que falten a clase o que no puedan salir 
a la calle por estrés postraumático, una 

circunstancia que influye en el resto de 
menores de su alrededor”, detalla.
Además, el núcleo familiar difícilmente 

puede hacerse cargo de ellas: la mayor 
parte del tiempo y del esfuerzo van des-
tinados a garantizar las necesidades bási-
cas. Por eso, cuando el padre o la madre 
también son detenidas, las menores se 
enfrentan a múltiples contradicciones. 
Se adaptan a la pérdida temporal, a la 
vez que les afecta la fuerza que el ejército 
empleó contra sus padres y no entien-
den los motivos por los que los encarce-
laron. “Saben que no son criminales”, 
puntualiza Mashar, “sino que luchaban 
por asegurarles una vida segura”.

RESISTIR PARA APODERARSE DE SU 
FUTURO
Entre el gris de las calles asfaltadas, de 
las casas y del muro de hormigón, no 
obstante, existen destellos de esperan-
za. En Palestina, con tasas de escolariza-
ción superiores al 95 % según el centro 
de estadística nacional, el número de 

Hiperactividad, déficit 
de atención, ansiedad 
o actitudes violentas 
son solo algunos de los 
problemas que presenta 
las menores en un 
contexto de ocupación

estudiantes con formación universita-
ria no ha dejado de crecer. Mientras 
que en 1995 solo se graduaron 3.000 
estudiantes, en el curso 2020-2021 se 
titularon 46.000, de las cuales el 63 % 
eran chicas. El curso pasado, en las uni-
versidades palestinas se matricularon 
más de 226.000 jóvenes.
Al mismo tiempo, a lo largo del terri-

torio hay proyectos autónomos que 
ayudan a los niños y niñas a resistir a 
través de lo que más les gusta. “Clases 
de canto, una biblioteca infantil, un 
equipo de fútbol, la escalada o el aiki-
do”, cuenta Ibrahim Jammal, director 
del Centro Cultural Yafa, en el campo 
de Balata (Nablus), donde más de 200 
pequeños y pequeñas participan todos 
los días en las actividades deportivas y 
culturales que organizan. En Aida, des-
de 1968 el Aida Youth Centre les ofrece 
un espacio creativo, de aprendizaje y de 
recreo donde se realizan actividades de 
artes visuales y música, teatro, dibujo y 
extraescolares de árabe e inglés.�
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EL CONTROL 
DEL AGUA: 
ISRAEL DECIDE 
CUÁNDO DAR VIDA

TEXTO

Nacho Ibáñez
FOTOGRAFÍA

Sarai Rua

Mientras que los colonos pueden disponer 
de agua libremente, el Estado de Israel 
limita su acceso a la población palestina
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El agua es uno de los recursos fundamentales que Israel utiliza para mermar la vida y la economía en los territorios ocupados.

Con un simple vistazo a las 
azoteas de Cisjordania, pue-
de deducirse que lo que prac-
tica Israel en los territorios 
ocupados no tiene mejor de-

finición que la de apartheid. Los bi-
dones, omnipresentes en todas las 
casas palestinas, son inexistentes en 
los asentamientos de colonos, donde 
hay agua corriente durante las vein-
ticuatro horas del día. Lejos de ser 
un término empleado de forma ex-
clusiva por el activismo solidario con 
Palestina, relatoras de las Naciones 
Unidas y grandes organizaciones co-
mo Amnistía Internacional han roto 
el tabú y han empezado a utilizar el 
calificativo de apartheid.

El muro que divide el territorio, que 
rodea pueblos y que impide la libre 
circulación de la población palestina 
es reconocido internacionalmente 
como un elemento de discrimina-
ción sistémica, pero Israel también 
utiliza otros mecanismos más suti-
les. Por ejemplo, lo que las palesti-
nas llaman “apartheid del agua”, es-
trechamente relacionado con las in-
cautaciones de tierras y los ataques 
de los colonos que buscan romper 
sus lazos con la tierra.
Según datos de la organización 

B’Tselem, la población israelí consu-
me una media de 247 litros por per-
sona y día, un volumen que contrasta 
con los 82,7 litros que utiliza la pobla-

ción palestina y aún más con los 26 
litros empleados en las comunidades 
palestinas que no están conectadas a 
la red de suministro. A grandes rasgos, 
esto se debe a que los colonos pue-
den disponer del agua según deseen 
y necesiten, mientras que las palesti-
nas dependen de asignaciones prede-
terminadas por organismos israelíes.
“En verano la situación es dramática: 

solo abren el agua cada seis semanas y 
tenemos que correr para llenar los tan-
ques”, cuenta Muhammad Abu Srour, 
miembro del Comité de Salud del Aida 
Youth Centre. En ese campamento de 
refugiadas, cuando Israel abre el grifo, 
la que allí todo el mundo conoce como 
“la familia del motor” se encarga 
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La evidencia irrefutable para identificar una casa palestina es la presencia de bidones de agua en la azotea, que permiten almacenarla para cuando 
Israel restringe el acceso a este recurso.

de encender la bomba para hacer 
llegar el agua hasta los tanques. En el 
asentamiento de Gilo, a poca distancia 
de allí, este problema no existe.

PODER ABSOLUTO SOBRE EL AGUA
En 1967, el gobierno israelí promul-
gó la Orden militar 158, que, entre 
otras medidas, prohibía a la pobla-
ción palestina construir nuevas ins-
talaciones para el abastecimiento 
de agua sin el permiso oficial de las 
fuerzas armadas. Cuando lo hacen, 
no tardan en ser destruidas. Al mis-
mo tiempo, la empresa estatal israelí 
Mekorot explota las fuentes pales-
tinas y ya ha perforado decenas de 
pozos que ha conectado únicamente 
con los asentamientos. Esta misma 
empresa luego vende el agua a los 
organismos de suministro palestinos 
a unos precios mucho más elevados 
y en el volumen que decidan las au-
toridades israelíes.

La situación es especialmente preocu-
pante en aquellas áreas de Cisjordania 
que los Acuerdos de Oslo incluyeron 
en la denominada Zona C. En ese terri-
torio, que comprende principalmente 
las áreas rurales, hay 180 comunida-
des palestinas que no tienen acceso al 
agua corriente, aunque es aquí don-
de se concentra la práctica totalidad 
de los recursos naturales, entre ellos 
el agua. En el valle del Jordán, Israel 
ha aislado o destruido al menos 162 
pozos durante las últimas décadas, al 
tiempo que ha construido al menos 20 
instalaciones acuíferas para el uso de 
los asentamientos.
Kafayih Furayhat y su familia vi-

ven en Bardala, al norte del valle del 
Jordán, desde hace varias generacio-
nes. Actualmente, el pueblo está cer-
cado por una zona militar cerrada, un 
asentamiento y la frontera con Israel. 
“El único camino para sobrevivir aquí 
es trabajar la tierra”, afirma, pero 

“Israel nos prohíbe acceder a nues-
tra propia agua”. Además, considera 
que “desde los Acuerdos de Oslo, la 
vida se ha vuelto mucho más dura”. 
Recuerda con nostalgia cuando el pue-
blo estaba lleno de gente y su familia 
se dedicaba al cultivo de cítricos. Con 
el tiempo, muchas vecinas se han ido 
o trabajan con cultivos que requieren 
menos riego. Kafayih, por ejemplo, 
ahora se dedica a hacer jabón.
Hasta 1972, el pueblo de Bardala te-

nía una instalación de bombeo de 
agua. Ese año el gobierno de Israel 
les propuso cerrarla y conectarse a 
un sistema eléctrico más moderno a 
través del cual recibirían el agua de 
forma gratuita. Así fue hasta 1992, mo-
mento en el que la empresa estatal is-
raelí les cortó el suministro. A partir 
de entonces, se han visto obligadas a 
buscar fuera de la legalidad corrientes 
de agua por todo el territorio y a cavar 
pozos. “Cuando el gobierno israelí los 
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La población israelí consume 247 
litros de agua por persona y día, 
en contraste con los 82,7 litros 
diarios per cápita de la población 
palestina

descubre, no tarda en confiscarlos y 
destruirlos, pero en dos o tres días los 
volvemos a construir”, cuenta Rashid 
Khudairi, miembro de Jordan Valley 
Solidarity.
Para evitarlo, las fuerzas de ocupa-

ción controlan de forma periódica 
las carreteras de acceso al pueblo e 
incautan los camiones cisterna de 
las localidades vecinas que vienen 
a abastecerse. “Desde hace algunos 
años, colonos y soldados se apode-
ran también de tractores y herra-
mientas para que no podamos traba-
jar la tierra”, afirma Rashid. Kafayih 
dice que debe enfrentarse constante-
mente a los controles militares, que 
considera “especialmente difíciles 
de pasar para las mujeres”. En una 
ocasión, unos soldados se presen-
taron en su casa y se la llevaron de-
tenida acusada de robar el agua. La 
soltaron pasadas cuatro horas, tras 
pagar una multa. “Los soldados no 

me dan miedo: me voy a quedar aquí 
y voy a resistir”, afirma, convencida 
pese a todo.

RESILIENCIA ANTE LA OCUPACIÓN
En Cisjordania, las pequeñas ex-
plotaciones palestinas conviven 
con grandes proyectos agrícolas 
de empresas israelíes, que son las 
que imponen el precio de mercado. 
Desde el inicio de la invasión, miles 
de hectáreas de cultivo han sido ex-
propiadas para el uso exclusivo de 
los asentamientos o convertidas en 
zonas militares. Las que resisten de-
ben hacer frente a los ataques casi 
diarios de los colonos.
Con ese objetivo, iniciativas de base 

como Youth of Sumud acompañan a 
las agricultoras de los pueblos del sur 
de Hebrón cuando trabajan la tierra, o 
reocupan los campos que les quitan. 
De unos años a esta parte, reconstru-
yen las viviendas situadas en cuevas 

que son destruidas por el ejército is-
raelí en Masafer Yatta, donde la po-
blación se enfrenta a un desalojo in-
minente después de que la zona fuese 
declarada de uso militar. Actualmente, 
también trabajan en la reconstrucción 
del pueblo de Saurora, abandonado 
en 1990 a causa de la incesante vio-
lencia de los colonos, donde se han 
establecido de manera permanente.
En Khalit Aldada’a, en el municipio 

de Yatta, Jaber Dababse y su familia 
constituyen un ejemplo incansable 
de sumud. Su casa ha sido derribada 
hasta cinco veces, los colonos les que-
man los cultivos y los soldados utili-
zan sus terrenos como campo de tiro. 
“El objetivo es hacernos la vida más 
y más difícil para echarnos de casa y 
transferirnos a otros lugares”, afirma 
contundente. “Pero no lo haremos: es-
tamos muy arraigados a esta tierra y 
enfrentarnos a la ocupación nos hace 
aún más fuertes”.�
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